
 
 
 

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil1  

(BOE núm. 7, de 8 de enero del 2000, pp. 575-728. Corrección de errores BOE núm. 90, 
de 14-04-2000, p. 15278 y BOE núm. 180, de 28-07-2001, p. 27746). 

[Modificada por la Ley 39/2002, de 28 de octubre, de transposición al ordenamiento jurídico español de 
diversas directivas comunitarias en materia de protección de los intereses de los consumidores y usuarios 
(BOE núm. 259, de 29-10-2002, pp. 37922-37933). Esta modificación afecta a los artículos 6, 11, 15, 52, 221, 
249, 250, 711 y 728.] 

[Esta ley ha  estado modificada por la Ley 23/2003, de 10 de julio, de garantías en la venta de bienes de 
consumo (BOE núm. 165, de 11-07-2003, pp. 27160-27164)]. 

[Esta ley ha sido modificada por la Ley 22/2003, de 9 de julio, concursal (BOE núm. 164, de 10-07-2003, 
pp. 26905-26965). Se modifican los artículos 7, 17, 98, 463, 472, 482 y 568.] 

[Esta ley ha sido modificada por la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de las 
personas con discapacidad y de modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la 
Normativa Tributaria con esta finalidad (BOE núm. 277, de 19-11-2003, pp. 40852-40863). Esta modificación 
afecta al  art. 757.] 

[Esta ley ha sido modificada por la Ley 42/2003, de 21 de noviembre, de modificación del Código Civil y de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de relaciones familiares de los nietos con los abuelos (BOE núm. 
280, de 22-11-2003, pp. 41421-41422). Esta modificación afecta al art. 250.] 

Título preliminar. De las normas procesales y su 
aplicación. 
 

Artículo 3. Ámbito territorial de las normas procesales civiles.  

Con las solas excepciones que puedan prever los Tratados y Convenios internacionales, los 
procesos civiles que se sigan en el territorio nacional se regirán únicamente por las normas 
procesales españolas.  

Libro I: De las disposiciones generales relativas a los 
juicios civiles 
 
Título II. De la jurisdicción y de la competencia. 
 
 

CAPÍTULO I 

                                                 
1 UAIPIT. Reproducción de los artículos de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 relacionados 
directamente con la rama del Derecho Internacional Privado.  
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De la jurisdicción de los tribunales civiles y las cuestiones prejudiciales 

SECCIÓN 1.ª DE LA EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN 
 DE LOS TRIBUNALES CIVILES 

Artículo 36. Extensión y límites del orden jurisdiccional civil. Falta de competencia internacional.  

1. La extensión y límites de la jurisdicción de los tribunales civiles españoles se determinará 
por lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en los tratados Y convenios 
internacionales en los que España sea parte:  

2. Los tribunales civiles españoles se abstendrán de conocer de los asuntos que se les 
sometan cuando concurra en ellos alguna de las circunstancias siguientes:  

1 .a Cuando se haya formulado demanda o solicitado ejecución respecto de sujetos o bienes 
que gocen de inmunidad de jurisdicción o de ejecución conforme a las normas del Derecho 
Internacional Público.  

2.º Cuando, en virtud de un tratado o convenio internacional en el que España sea parte, el 
asunto se encuentre atribuido con carácter exclusivo a la jurisdicción de otro Estado.  

3.º Cuando no comparezca el demandado emplazado en debida forma, en los casos en que 
la competencia internacional de los tribunales españoles únicamente pudiera fundarse en la 
sumisión tácita de las partes. 

Artículo 38. Apreciación de oficio de la falta de competencia internacional y de jurisdicción.  

La abstención a que se refieren los dos artículos precedentes se acordará de oficio, con 
audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal, tan pronto como sea advertida la falta de 
competencia internacional o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden 
jurisdiccional. 

Artículo 39. Apreciación de la falta de competencia internacional o de jurisdicción a instancia de parte.  

El demandado podrá denunciar mediante declinatoria la falta de competencia internacional 
o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden jurisdiccional o por haberse 
sometido a arbitraje la controversia. 

CAPÍTULO II 

 De las reglas para determinar la competencia  

 Artículo 44. Predeterminación legal de la competencia.  

Para que los tribunales civiles tengan competencia en cada caso se requiere que el 
conocimiento del pleito les esté atribuido por normas con rango de ley y anteriores a la 
incoación de las actuaciones de que se trate.  

 



 
 
 

SECCIÓN 2.ª DE LA COMPETENCIA TERRITORIAL 

Artículo 50. Fuero general de las personas físicas.  

1. Salvo que la Ley disponga otra cosa, la competencia territorial corresponderá al tribunal 
del domicilio del demandado y si no lo tuviere en el territorio nacional, será Juez 
competente el de su residencia en dicho territorio.  

2. Quienes no tuvieren domicilio ni residencia en España podrán ser demandados en el 
lugar en que se encuentren dentro del territorio nacional o en el de su última residencia en 
éste y, si tampoco pudiera determinarse así la competencia, en el lugar del domicilio del 
actor.  

3. Los empresarios y profesionales, en los litigios derivados de su actividad empresarial o 
profesional, también podrán ser demandados en el lugar donde se desarrolle dicha actividad 
y, si tuvieren establecimientos a su cargo en diferentes lugares, en cualquiera de ellos a 
elección del actor.  

Artículo 51. Fuero general de las personas jurídicas y de los entes sin personalidad.  

1. Salvo que la Ley disponga otra cosa, las personas jurídicas serán demandadas en el lugar 
de su domicilio.  

También podrán ser demandadas en el lugar donde la situación o relación jurídica a que se 
refiera el litigio haya nacido o deba surtir efectos, siempre que en dicho lugar tengan 
establecimiento abierto al público o representante autorizado para actuar en nombre de la 
entidad.  

2. Los entes sin personalidad podrán ser demandados en el domicilio de sus gestores o en 
cualquier lugar en que desarrollen su actividad. 

Artículo 52. Competencia territorial en casos especiales.  

1. No se aplicarán los fueros establecidos en los artículos anteriores y se determinará la 
competencia de acuerdo con lo establecido en el presente artículo en los casos siguientes:  

1.º En los juicios en que se ejerciten acciones reales sobre bienes inmuebles será tribunal 
competente el del lugar en que esté sita la cosa litigiosa. Cuando la acción real se ejercite 
sobre varias cosas inmuebles o sobre una sola que esté situada en diferentes 
circunscripciones, será tribunal competente el de cualquiera de éstas, a elección del 
demandante. 

2.º En las demandas sobre presentación y aprobación de las cuentas que deban dar los 
administradores de bienes ajenos será tribunal competente el del lugar donde deban 
presentarse dichas cuentas, y no estando determinado, el del domicilio del mandante, 
poderdante o dueño de los bienes, o el del lugar donde se desempeñe la administración, a 
elección del actor.  

 



 
 
 

3.º En las demandas sobre obligaciones de garantía o complemento de otras anteriores, será 
tribunal competente el que lo sea para conocer, o esté conociendo, de la obligación 
principal sobre que recayeren.  

4.º En los juicios sobre cuestiones hereditarias, será competente el tribunal del lugar en que 
el finado tuvo su último domicilio y si lo hubiere tenido en país extranjero, el del lugar de 
su último domicilio en España, o donde estuviere la mayor parte de sus bienes, a elección 
del demandante.  

5.º En los juicios en que se ejerciten acciones relativas a la asistencia o representación de 
incapaces, incapacitados o declarados pródigos, será competente el tribunal del lugar en que 
éstos residan.  

6.º En materia de derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen 
y, en general, en materia de protección civil de derechos fundamentales, será competente el 
tribunal del domicilio del demandante, y cuando no lo tuviere en territorio español, el 
tribunal del lugar donde se hubiera producido el hecho que vulnere el derecho fundamental 
de que se trate.  

7.º En los juicios sobre arrendamientos de inmuebles y en los de desahucio, será 
competente el tribunal del lugar en que esté sita la finca.  

8.º En los juicios en materia de propiedad horizontal, será competente el tribunal del lugar 
en que radique la finca. 

9.º En los juicios en que se pida indemnización de los daños v perjuicios derivados de la 
circulación de vehículos de motor será competente el tribunal del lugar en que se causaron 
los daños.  

10.º En materia de impugnación de acuerdos sociales será tribunal competente el del lugar 
del domicilio social.  

11.º En los procesos en que se ejerciten demandas sobre infracciones de la propiedad 
intelectual, será competente el tribunal del lugar en que la infracción se haya cometido o 
existan indicios de su comisión o en que se encuentren ejemplares ilícitos, a elección del 
demandante. 

12.º En los juicios en materia de competencia desleal, será competente el tribunal del lugar 
en que el demandado tenga su establecimiento y, a falta de éste, su domicilio o lugar de 
residencia, y cuando no lo tuviere en territorio español, el tribunal del lugar donde se haya 
realizado el acto de competencia desleal o donde se produzcan sus efectos, a elección del 
demandante. 

En materia de patentes y marcas, será competente el tribunal que señale la legislación 
especial sobre dicha materia.  

14.º En los procesos en que se ejerciten acciones para que se declare la no incorporación al 
contrato o la nulidad de las cláusulas de condiciones generales de la contratación, será 

 



 
 
 

competente el tribunal del domicilio del demandante. Y,. sobre esa misma materia, cuando 
se ejerciten las acciones declarativa, de cesación o de retractación, será competente el 
tribunal del lugar donde el demandado tenga su establecimiento y, a falta de éste, el de su 
domicilio; y si el demandado careciere de domicilio en el territorio español, el del lugar en 
que se hubiera realizado la adhesión.  

15.º En las tercerías de dominio o de mejor derecho que se interpongan en relación con un 
procedimiento administrativo de apremio, será competente el tribunal del domicilio del 
órgano que acordó el embargo, sin perjuicio de las especialidades previstas para las 
administraciones públicas en materia de competencia territorial. 

16.° En los procesos en los que se ejercite la acción de cesación en defensa de los intereses 
tanto colectivos como difusos de los consumidores y usuarios, será competente el Tribunal 
del lugar donde el demandado tenga un establecimiento, y, a falta de éste, el de su 
domicilio; si careciere de domicilio en territorio español, el del lugar del domicilio del actor. 

[Este punto 16º ha sido añadido por la Ley 39/2002, de 28 de octubre, de transposición al ordenamiento 
jurídico español de diversas directivas comunitarias en materia de protección de los intereses de los 
consumidores y usuarios (BOE núm. 259, de 29-10-2002, pp. 37922-37933)] 

2. Cuando las normas del apartado anterior de este artículo no fueren de aplicación a los 
litigios en materia de seguros, ventas a plazos de bienes muebles corporales y contratos 
destinados a su financiación, así como en materia de contratos de prestación de servicios o 
relativos a bienes muebles cuya celebración hubiera sido precedida de oferta pública, será 
competente el tribunal del domicilio del asegurado, comprador o prestatario o el del 
domicilio de quien hubiere aceptado la oferta, respectivamente. 

Artículo 53. Competencia territorial en caso de acumulación de acciones y en caso de pluralidad de 
demandados.  

1. Cuando se ejerciten conjuntamente varias acciones frente a una o varias personas será 
tribunal competente el del lugar correspondiente a la acción que sea fundamento de las 
demás; en su defecto, aquel que deba conocer del mayor número de las acciones 
acumuladas y, en último término, el del lugar que corresponda a la acción más importante 
cuantitativamente.  

2. Cuando hubiere varios demandados y, conforme a las reglas establecidas en este artículo 
y en los anteriores, pudiera corresponder la competencia territorial a los jueces de más de 
un lugar, la demanda podrá presentarse ante cualquiera de ellos, a elección del demandante.  

Artículo 54. Carácter dispositivo de las normas sobre competencia territorial.  

1. Las reglas legales atributivas de la competencia territorial sólo se aplicarán en defecto de 
sumisión expresa o tácita de las partes a los tribunales de una determinada circunscripción. 
Se exceptúan las reglas establecidas en los números 1.º y 4.º a 15.º del apartado 1 y en el 
apartado 2 del artículo 52 y las demás a las que esta u otra Ley atribuya expresamente 
carácter imperativo.  
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Tampoco será válida la sumisión expresa o tácita en los asuntos que deban decidirse por el 
juicio verbal.  

2. No será válida la sumisión expresa contenida en contratos de adhesión, o que contengan 
condiciones generales impuestas por una de las partes, o que se hayan celebrado con 
consumidores o usuarios.  

3. La sumisión de las partes sólo será válida y eficaz cuando se haga a tribunales con 
competencia objetiva para conocer del asunto de que se trate. 

Artículo 55. Sumisión expresa.  

Se entenderá por sumisión expresa la pactada por los interesados designando con precisión 
la circunscripción a cuyos tribunales se sometieren. 

Artículo 56. Sumisión tácita.  

Se entenderán sometidos tácitamente:  

1.º El demandante, por el mero hecho de acudir a los tribunales de una determinada 
circunscripción interponiendo la demanda o formulando petición o solicitud que haya de 
presentarse ante el tribunal competente para conocer de la demanda.  

2.º El demandado, por el hecho de hacer, después de personado en el juicio tras la 
interposición de la demanda, cualquier gestión que no sea la de proponer en forma la 
declinatoria. 

   CAPÍTULO III  

 De la declinatoria  

Artículo 63. Contenido de la declinatoria, legitimación para proponerla y tribunal competente para conocer 
de ella.  

1. Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima en el juicio 
promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que se ha 
interpuesto la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales extranjeros, 
a órganos de otro orden jurisdiccional o a árbitros.  

También se propondrá declinatoria para denunciar la falta de competencia de todo tipo. Si 
la declinatoria se fundare en la falta de competencia territorial, habrá de indicar el tribunal 
al que, por considerarse territorialmente competente, habrían de remitirse las actuaciones.  

2. La declinatoria se propondrá ante el mismo tribunal que esté conociendo del pleito y al 
que se considere carente de jurisdicción o de competencia. No obstante, la declinatoria 
podrá presentarse también ante el tribunal del domicilio del demandado, que la hará llegar 
por el medio de comunicación más rápido posible al tribunal ante el que se hubiera 

 



 
 
 

presentado la demanda, sin perjuicio de remitírsela por oficio al día siguiente de su 
presentación. 

Artículo 64. Momento procesal de proposición de la declinatoria y efectos inmediatos.  

1. La declinatoria se habrá de proponer dentro de los diez primeros días del plazo para 
contestar a la demanda, o en los cinco primeros días posteriores a la citación para vista, y 
surtirá el efecto de suspender, hasta que sea resuelta, el plazo para contestar, o el cómputo 
para el día de la vista, y el curso del procedimiento principal.  

2. La suspensión del procedimiento principal producida por la alegación previa de 
declinatoria no obstará a que el tribunal ante el que penda el asunto pueda practicar, a 
instancia de parte legítima, cualesquiera actuaciones de aseguramiento de prueba, así como 
las medidas cautelares de cuya dilación pudieran seguirse perjuicios irreparables para el 
actor, salvo que el demandado prestase caución bastante para responder de los daños y 
perjuicios que derivaran de la tramitación de una declinatoria desprovista de fundamento.  

La caución podrá otorgarse en dinero efectivo, mediante aval solidario de duración 
indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de 
garantía recíproca o por cualquier otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la 
inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad de que se trate. 

Artículo 65. Tramitación y decisión de la declinatoria.  

1. Al escrito de declinatoria habrán de acompañarse los documentos o principios de prueba 
en que se funde, con copias en número igual al de los restantes litigantes, que dispondrán 
de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la declinatoria, para alegar y 
aportar lo que consideren conveniente para sostener la jurisdicción o la competencia del 
tribunal, que decidirá la cuestión dentro del quinto día siguiente.  

Si la declinatoria fuese relativa a la falta de competencia territorial, el actor, al impugnarla, 
podrá también alegar la falta de competencia territorial del tribunal en favor del cual se 
pretendiese declinar el conocimiento del asunto.  

2. Si el tribunal entendiese que carece de jurisdicción por corresponder el conocimiento del 
asunto a los tribunales de otro Estado, lo declarará así mediante auto, absteniéndose de 
conocer y sobreseyendo el proceso.  

Del mismo modo procederá el tribunal si estimase la declinatoria fundada en haberse 
sometido el asunto a arbitraje.  

3. Si el tribunal considera que carece de jurisdicción por corresponder el asunto de que se 
trate a los tribunales de otro orden jurisdiccional, en el auto en el que se abstenga de 
conocer señalará a las partes ante qué órganos han de usar de su derecho. Igual resolución 
se dictará cuando el tribunal entienda que carece de competencia objetiva.  

 



 
 
 

4. Si se hubiere interpuesto declinatoria relativa a la competencia territorial y ésta no viniere 
determinada por reglas imperativas, el tribunal, para estimarla, habrá de considerar 
competente al órgano señalado por el promotor de la declinatoria.  

5. El tribunal, al estimar la declinatoria relativa a la competencia territorial, se inhibirá en 
favor del órgano al que corresponda la competencia y acordará remitirle los autos con 
emplazamiento de las partes para que comparezcan ante él en el plazo de diez días. 

CAPÍTULO IV  

 De los recursos en materia de jurisdicción y competencia  

Artículo 66. Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, sumisión a arbitraje y 
competencia objetiva.  

1. Contra el auto absteniéndose de conocer por falta de competencia internacional, por 
pertenecer el asunto a tribunal de otro orden jurisdiccional, por haberse sometido el asunto 
a arbitraje o por falta de competencia objetiva, cabrá recurso de apelación.  

2. Contra el auto por el que se rechace la falta de competencia internacional, de jurisdicción 
o de competencia objetiva, sólo cabrá recurso de reposición, sin perjuicio de alegar la falta 
de esos presupuestos procesales en la apelación contra la sentencia definitiva.  

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación cuando el auto rechace la 
sumisión del asunto a arbitraje.  

Título V. De las actuaciones judiciales 

CAPÍTULO III  

 De la inmediación, la publicidad y la lengua oficial 

Artículo 143. Intervención de intérpretes.  

1. Cuando alguna persona que no conozca el castellano ni, en su caso, la lengua oficial 
propia de la Comunidad Autónoma hubiese de ser interrogada o prestar alguna 
declaración, o cuando fuere preciso darle a conocer personalmente alguna resolución, el 
tribunal por medio de providencia podrá habilitar como intérprete a cualquier persona 
conocedora de la lengua de que se trate, exigiéndosele juramento o promesa de fiel 
traducción.  

De las actuaciones que en estos casos se practiquen se levantará acta, en la que constarán 
los textos en el idioma original y su traducción al idioma oficial y será firmada también por 
el intérprete.  

2. En los mismos casos del apartado anterior, si la persona fuere sordomuda y supiera leer, 
se empleará la escritura, y si supiere escribir, podrá valerse de la escritura. En el caso de

 



 
 
 

que no sepa leer ni escribir, se nombrará el intérprete adecuado, conforme se dispone en 
el expresado apartado.  

De las actuaciones que se practiquen en relación con los sordomudos se levantará también 
la oportuna acta.  

Artículo 144. Documentos redactados en idioma no oficial.  

1. A todo documento redactado en idioma que no sea el castellano o, en su caso, la lengua 
oficial propia de la Comunidad Autónoma de que se trate, se acompañará la traducción del 
mismo.  

2. Dicha traducción podrá ser hecha privadamente y, en tal caso, si alguna de las partes la 
impugnare dentro de los cinco días siguientes desde el traslado, manifestando que no la 
tiene por fiel y exacta y expresando las razones de la discrepancia, se ordenará, respecto de 
la parte que exista discrepancia, la traducción oficial del documento, a costa de quien lo 
hubiese presentado.  

No obstante, si la traducción oficial realizada a instancia de parte resultara ser 
sustancialmente idéntica a la privada, los gastos derivados de aquélla correrán a cargo de 
quien la solicitó.  

CAPÍTULO IV  

De la fe pública judicial y de la documentación de las actuaciones  

Artículo 145. Fe pública judicial.  

1. Corresponde al Secretario Judicial, con el carácter de autoridad, dar fe de las actuaciones 
procesales que se realicen en el tribunal o ante éste, donde quiera que se constituya, así 
como expedir copias certificadas y testimonios de las actuaciones no secretas ni reservadas 
a las partes interesadas.  

Concretamente, el Secretario Judicial:  

1.º Dará fe, por sí o mediante el registro correspondiente, de cuyo funcionamiento será 
responsable, de la recepción de escritos con los documentos y recibos que les acompañen. 

2.º Dejará constancia fehaciente de la realización de actos procesales en el tribunal o ante 
éste y de la producción de hechos con trascendencia procesal.  

2. El Secretario Judicial podrá ser sustituido en los términos previstos en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial.  

Artículo 146. Documentación de las actuaciones.  

1. Las actuaciones procesales que no consistan en escritos y documentos se documentarán 

 



 
 
 

por medio de actas, diligencias y notas.  

2. Cuando la ley disponga que se levante acta, se recogerá en ella, con la necesaria 
extensión y detalle, todo lo actuado. Sin embargo, cuando se trate de las actuaciones que, 
conforme a esta Ley, hayan de registrarse en soporte apto para la grabación y 
reproducción, el acta se limitará a consignar, junto con los datos relativos al tiempo y al 
lugar, las peticiones y propuestas de las partes y las resoluciones que adopte el tribunal, así 
como las circunstancias e incidencias que no pudieran constar en aquel soporte.  

3. Los tribunales podrán emplear medios técnicos de documentación y archivo de sus 
actuaciones y de los escritos y documentos que recibieren, con las garantías a que se 
refiere el apartado 5 del artículo 135 de esta Ley. También podrán emplear medios 
técnicos de seguimiento del estado de los procesos y de estadística relativa a éstos.   

Artículo 147. Documentación de las actuaciones mediante sistemas de grabación y reproducción de la 
imagen y el sonido.  

Las actuaciones orales en vistas y comparecencias se registrarán en soporte apto para la 
grabación y reproducción del sonido y de la imagen.  

La grabación se efectuará bajo la fe del Secretario  

Judicial, a quien corresponderá la custodia de las cintas, discos o dispositivos en los que la 
grabación se hubiere efectuado.  

Las partes podrán pedir, a su costa, copia de las grabaciones originales.  

CAPÍTULO V  

De los actos de comunicación judicial  

Artículo 162. Actos de comunicación por medios electrónicos, informáticos y similares.  

1. Cuando los juzgados y tribunales y las partes o los destinatarios de los actos de 
comunicación dispusieren de medios electrónicos, telemáticos, infotelecomunicaciones, o 
de otra clase semejante, que permitan el envío y la recepción de escritos y documentos, de 
forma tal que esté garantizada la autenticidad de la comunicación y de su contenido y 
quede constancia fehaciente de la remisión y recepción integras y del momento en que se 
hicieron, los actos de comunicación podrán efectuarse por aquellos medios, con el acuse 
de recibo que proceda.  

Las partes y los profesionales que intervengan en el proceso deberán comunicar al tribunal 
el hecho de disponer de los medios antes indicados y su dirección.  

Asimismo se constituirá en el Ministerio de Justicia un Registro accesible electrónicamente 
de los medios indicados y las direcciones correspondientes a los organismos públicos.  

 



 
 
 

2. Cuando la autenticidad de resoluciones, documentos, dictámenes o informes 
presentados o transmitidos por los medios a que se refiere el apartado anterior sólo 
pudiera ser reconocida o verificada mediante su examen directo o por otros 
procedimientos, aquéllos habrán de aportarse o transmitirse a las partes e interesados de 
modo adecuado a dichos procedimientos o en la forma prevista en los artículos anteriores, 
con observancia de los requisitos de tiempo y lugar que la ley señale para cada caso.  

CAPÍTULO VI  

Del auxilio judicial  

Artículo 177. Cooperación judicial internacional.  

1. Los despachos para la práctica de actuaciones judiciales en el extranjero se cursarán 
conforme a lo establecido en los Tratados internacionales en que España sea parte y, en su 
defecto, en la legislación interna que resulte aplicable.  

2. A lo dispuesto por dichas normas se estará también cuando las autoridades judiciales 
extranjeras soliciten la cooperación de los juzgados y tribunales españoles.  

Libro II. De los procesos declarativos 

Título I.  De las disposiciones comunes a los procesos 
declarativos 

CAPÍTULO III  
 

De la presentación de documentos, dictámenes, informes  
y otros medios e instrumentos  

Artículo 265. Documentos y otros escritos y objetos relativos al fondo del asunto.  

1. A toda demanda o contestación habrán de acompañarse: 

1.º Los documentos en que las partes funden su derecho a la tutela judicial que pretenden. 

2.º Los medios e instrumentos a que se refiere el apartado 2 del artículo 299, si en ellos se 
fundaran las pretensiones de tutela formuladas por las partes.  

3.º Las certificaciones y notas sobre cualesquiera asientos registrales o sobre el contenido 
de libros registro, actuaciones o expedientes de cualquier clase.  

4.º Los dictámenes periciales en que las partes apoyen sus pretensiones, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 337 y 339 de esta Ley. En el caso de que alguna de las partes sea 
titular del derecho de asistencia jurídica gratuita no tendrá que aportar con la demanda o 
con la contestación el dictamen, sino simplemente anunciarlo de acuerdo con lo que prevé 

 



 
 
 

el apartado 1 del artículo 339.  

5.º Los informes, elaborados por profesionales de la investigación privada legalmente 
habilitados, sobre hechos relevantes en que aquéllas apoyen sus pretensiones.  

Sobre estos hechos, si no fueren reconocidos como ciertos, se practicará prueba testifical. 

2. Sólo cuando las partes, al presentar su demanda o contestación, no puedan disponer de 
los documentos, medios e instrumentos a que se refieren los tres primeros números del 
apartado anterior, podrán designar el archivo, protocolo o lugar en que se encuentren, o el 
registro, libro registro, actuaciones o expediente del que se pretenda obtener una 
certificación.  

Si lo que pretenda aportarse al proceso se encontrara en archivo, protocolo, expediente o 
registro del que se puedan pedir y obtener copias fehacientes, se entenderá que el actor 
dispone de ello y deberá acompañarlo a la demanda, sin que pueda limitarse a efectuar la 
designación a que se refiere el párrafo anterior.  

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, el actor podrá presentar en la 
audiencia previa al juicio los documentos, medios, instrumentos, dictámenes e informes, 
relativos al fondo del asunto, cuyo interés o relevancia sólo se ponga de manifiesto a 
consecuencia de alegaciones efectuadas por el demandado en la contestación a la 
demanda. 

4. En los juicios verbales, el demandado aportará los documentos, medios, instrumentos, 
dictámenes e informes a que se refiere el apartado 1 en el acto de la vista.  

CAPÍTULO V  

De la prueba: disposiciones generales  

 SECCIÓN 1.ª DEL OBJETO, NECESIDAD  
E INICIATIVA DE LA PRUEBA 

Artículo 281. Objeto y necesidad de la prueba.  

1. La prueba tendrá como objeto los hechos que guarden relación con la tutela judicial que 
se pretenda obtener en el proceso.  

2. También serán objeto de prueba la costumbre y el derecho extranjero. La prueba de la 
costumbre no será necesaria si las partes estuviesen conformes en su existencia y 
contenido y sus normas no afectasen al orden público. El derecho extranjero deberá ser 
probado en lo que respecta a su contenido y vigencia, pudiendo valerse el tribunal de 
cuantos medios de averiguación estime necesarios para su aplicación.  

3. Están exentos de prueba los hechos sobre los que exista plena conformidad de las 
partes, salvo en los casos en que la materia objeto del proceso esté fuera del poder de 

 



 
 
 

disposición de los litigantes.  

4. No será necesario probar los hechos que gocen de notoriedad absoluta y general.  

   

Artículo 282. Iniciativa de la actividad probatoria.  

Las pruebas se practicarán a instancia de parte. Sin embargo, el tribunal podrá acordar, de 
oficio, que se practiquen determinadas pruebas o que se aporten documentos, dictámenes 
u otros medios e instrumentos probatorios, cuando así lo establezca la ley.  

SECCIÓN 3.ª DE OTRAS DISPOSICIONES GENERALES  
SOBRE PRÁCTICA DE LA PRUEBA 

Artículo 289. Forma de practicarse las pruebas.  

1. Las pruebas se practicarán contradictoriamente en vista pública, o con publicidad y 
documentación similares si no se llevasen a efecto en la sede del tribunal.  

2. Será inexcusable la presencia judicial en el interrogatorio de las partes y de testigos, en el 
reconocimiento de lugares, objetos o personas, en la reproducción de palabras, sonidos, 
imágenes y, en su caso, cifras y datos, así como en las explicaciones impugnaciones, 
rectificaciones o ampliaciones de los dictámenes periciales.  

3. Se llevarán a cabo ante el Secretario Judicial la presentación de documentos originales o 
copias auténticas, la aportación de otros medios o instrumentos probatorios, el 
reconocimiento de la autenticidad de un documento privado, la formación de cuerpos de 
escritura para el cotejo de letras y la mera ratificación de la autoría de dictamen pericial. 
Pero el tribunal habrá de examinar por sí mismo la prueba documental, los informes y 
dictámenes escritos y cualesquiera otros medios o instrumentos que se aportaren.  

SECCIÓN 4.ª DE LA ANTICIPACIÓN Y DEL  
ASEGURAMIENTO DE LA PRUEBA 

Artículo 293. Casos y causas de anticipación de la prueba. Competencia.  

1. Previamente a la iniciación de cualquier proceso, el que pretenda incoarlo, o cualquiera 
de las partes durante el curso del mismo, podrá solicitar del tribunal la práctica anticipada 
de algún acto de prueba, cuando exista el temor fundado de que, por causa de las personas 
o por el estado de las cosas, dichos actos no puedan realizarse en el momento procesal 
generalmente previsto.  

2. La petición de actuaciones anticipadas de prueba, que se formule antes de la iniciación 
del proceso, se dirigirá al tribunal que se considere competente para el asunto principal. 
Este tribunal vigilará de oficio su jurisdicción y competencia objetiva, así como la 

 



 
 
 

territorial que se fundase en normas imperativas, sin que sea admisible la declinatoria.  

Iniciado el proceso, la petición de prueba anticipada se dirigirá al tribunal que esté 
conociendo del asunto.  

CAPÍTULO VI  

De los medios de prueba y las presunciones  

Artículo 299. Medios de prueba.  

1. Los medios de prueba de que se podrá hacer uso en juicio son:  

1.º Interrogatorio de las partes.  

2.º Documentos públicos.  

3.º Documentos privados.  

4.º Dictamen de peritos.  

5.º Reconocimiento judicial.  

6.º Interrogatorio de testigos.  

2. También se admitirán, conforme a lo dispuesto en esta Ley, los medios de reproducción 
de la palabra, el sonido y la imagen, así como los instrumentos que permiten archivar y 
conocer o reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas a cabo con 
fines contables o de otra clase, relevantes para el proceso.  

3. Cuando por cualquier otro medio no expresamente previsto en los apartados anteriores 
de este artículo pudiera obtenerse certeza sobre hechos relevantes, el tribunal, a instancia 
de parte, lo admitirá como prueba, adoptando las medidas que en cada caso resulten 
necesarias.  

SECCIÓN 2.ª DE LOS DOCUMENTOS PÚBLICOS 

Artículo 323. Documentos públicos extranjeros.  

1. A efectos procesales, se considerarán documentos públicos los documentos extranjeros 
a los que, en virtud de tratados o convenios internacionales o de leyes especiales, haya de 
atribuírseles la fuerza probatoria prevista en el artículo 3 19 de esta Ley,  

2. Cuando no sea aplicable ningún tratado o convenio internacional ni ley especial, se 
considerarán documentos públicos los que reúnan los siguientes requisitos:  

1.º Que en el otorgamiento o confección del documento se hayan observado los requisitos 

 



 
 
 

que se exijan en el país donde se hayan otorgado para que el documento haga prueba 
plena en juicio.  

2.º Que el documento contenga la legalización o apostilla y los demás requisitos necesarios 
para su autenticidad en España.  

3. Cuando los documentos extranjeros a que se refieren los apartados anteriores de este 
artículo incorporen declaraciones de voluntad, la existencia de éstas se tendrá por probada, 
pero su eficacia será la que determinen las normas españolas y extranjeras aplicables en 
materia de capacidad, objeto y forma de los negocios jurídicos. 

SECCIÓN 5.ª DEL DICTAMEN DE PERITOS 

Artículo 352. Otros dictámenes periciales instrumentales de pruebas distintas.  

Cuando sea necesario o conveniente para conocer el contenido o sentido de una prueba o 
para proceder a su más acertada valoración, podrán las partes aportar o proponer 
dictámenes periciales sobre otros medios de prueba admitidos por el tribunal al amparo de 
lo previsto en los apartados 2 y 3 del artículo 299.  

SECCIÓN 8.ª DE LA REPRODUCCIÓN DE LA PALABRA. EL SONIDO Y LA 
IMAGEN Y DE LOS INSTRUMENTOS QUE PERMITEN ARCHIVAR Y 

CONOCER DATOS RELEVANTES PARA EL PROCESO 

Artículo 382. Instrumentos de filmación, grabación y semejantes. Valor probatorio.  

1. Las partes podrán proponer como medio de prueba la reproducción ante el tribunal de 
palabras, imágenes y sonidos captados mediante instrumentos de filmación, grabación y 
otros semejantes. Al proponer esta prueba, la parte podrá acompañar en su caso, 
trascripción exacta de las palabras contenidas en el soporte de que se trate y que resulten 
relevantes para el caso.  

2. La parte que proponga este medio de prueba podrá aportar los dictámenes y medios de 
prueba instrumentales que considere convenientes. También las otras partes podrán 
aportar dictámenes y medios de prueba cuando cuestionen la autenticidad y exactitud de lo 
reproducido.  

3. El tribunal valorará las reproducciones a que se refiere el apartado 1 de este artículo 
según las reglas de la sana crítica.  

SECCIÓN 9.ª DE LAS PRESUNCIONES 

Artículo 385. Presunciones legales.  

1. Las presunciones que la ley establece dispensan de la prueba del hecho presunto a la 
parte a la que este hecho favorezca..Tales presunciones sólo serán admisibles cuando la 
certeza del hecho indicio del que parte la presunción haya quedado establecida mediante 

 



 
 
 

admisión o prueba.  

2. Cuando la ley establezca una presunción salvo prueba en contrario, ésta podrá dirigirse 
tanto a probar la inexistencia del hecho presunto como a demostrar que no existe, en el 
caso de que se trate, el enlace que ha de haber entre el hecho que se presume y el hecho 
probado o admitido que fundamenta la presunción.  

3. Las presunciones establecidas por la ley admitirán la prueba en contrario, salvo en los 
casos en que aquélla expresamente lo prohíba.  

Libro II: De los procesos declarativos 

Título II. Del juicio ordinario  

CAPÍTULO I  

 De las alegaciones iniciales  

SECCIÓN 3.ª DE LOS EFECTOS DE LA PENDENCIA DEL PROCESO 

Artículo 411. Perpetuación de la jurisdicción.  

Las alteraciones que una vez iniciado el proceso, se produzcan en cuanto al domicilio de 
las partes, la situación de la cosa litigiosa y el objeto del juicio no modificarán la 
jurisdicción y la competencia, que se determinarán según lo que se acredite en el momento 
inicial de la litispendencia.  

CAPÍTULO II  

De la audiencia previa al juicio 

Artículo 416. Examen y resolución de cuestiones procesales, con exclusión de las relativas a jurisdicción y 
competencia.  

1. Descartado el acuerdo entre las partes, el tribunal resolverá, del modo previsto en los 
artículos siguientes, sobre cualesquiera circunstancias que puedan impedir la válida 
prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el fondo y, en especial, sobre 
las siguientes:  

1.ª Falta de capacidad de los litigantes o de representación en sus diversas clases;  

2.ª Cosa juzgada o litispendencia;  

3.ª Falta del debido litisconsorcio;  

 



 
 
 

4.ª Inadecuación del procedimiento;  

5.ª Defecto legal en el modo de proponer la demanda o, en su caso, la reconvención, por 
falta de claridad o precisión en la determinación de las partes o de la petición que se
deduzca.  

2. En la audiencia, el demandado no podrá impugnar la falta de jurisdicción o de 
competencia del tribunal, que hubo de proponer en forma de declinatoria según lo 
dispuesto en los artículos 63 y siguientes de esta Ley.  

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de lo previsto en la ley sobre 
apreciación por el tribunal, de oficio, de su falta de jurisdicción o de competencia.  

Título III.  Del juicio verbal 

Artículo 443. Desarrollo de la vista.  

1. La vista comenzará con exposición por el demandante de los fundamentos de lo que 
pida o ratificación de los expuestos en la demanda si ésta se hubiera formulado conforme 
a lo previsto para el juicio ordinario. 

2. Acto seguido, el demandado podrá formular las alegaciones que a su derecho 
convengan, comenzando, en su caso, por las cuestiones relativas a la acumulación de 
acciones que considerase inadmisible, así como a cualquier otro hecho o circunstancia que 
pueda obstar a la válida prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el 
fondo.  

El demandado no podrá impugnar en este momento la falta de jurisdicción o de 
competencia del tribunal, que hubo de proponer en forma de declinatoria según lo 
dispuesto en el artículo 64 de la presente Ley, sin perjuicio de lo previsto sobre 
apreciación de oficio por el tribunal de su falta de jurisdicción o de competencia.  

3. Oído el demandante sobre las cuestiones a que se refiere el apartado anterior, así como 
las que considerare necesario proponer acerca de la personalidad y representación del 
demandado, el tribunal resolverá lo que proceda y si manda proseguir el juicio, el 
demandado podrá pedir que conste en acta su disconformidad, a los efectos de apelar 
contra la sentencia que en definitiva recaiga.  

4. Si no se suscitasen las cuestiones procesales a que se refieren los apartados anteriores o 
si, suscitadas, se resolviese por el tribunal la continuación del juicio, se dará la palabra a las 
partes para fijar con claridad los hechos relevantes en que fundamenten sus pretensiones.  

Si no hubiere conformidad sobre ellos, se propondrán las pruebas y, una vez admitidas las 
que no sean impertinentes o inútiles, se practicarán seguidamente.  

La proposición de prueba de las partes podrá completarse con arreglo a lo dispuesto en el 

 



 
 
 

apartado 1 del artículo 429.  

Artículo 444. Reglas especiales sobre contenido de la vista.  

1. Cuando en el juicio verbal se pretenda la recuperación de finca, rústica o urbana, dada
en arrendamiento, por impago de la renta o cantidad asimilada sólo se permitirá al 
demandado alegar y probar el pago o las circunstancias relativas a la procedencia de la 
enervación.  

2. En los casos del número 7.º del apartado 1 del artículo 250, el demandado sólo podrá 
oponerse a la demanda si, en su caso, presta la caución determinada por el tribunal en 
cualquiera de las formas previstas en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 64 de 
esta Ley.  

La oposición del demandado únicamente podrá fundarse en alguna de las causas 
siguientes:  

1.º Falsedad de la certificación del Registro u omisión en ella de derechos o condiciones 
inscritas, que desvirtúen la acción ejercitada.  

2.º Poseer el demandado la finca o disfrutar el derecho discutido por contrato u otra 
cualquier relación jurídica directa con el último titular o con titulares anteriores o en virtud 
de prescripción, siempre que ésta deba perjudicar al titular inscrito.  

3.º Que la finca o el derecho se encuentren inscritos a favor del demandado y así lo 
justifique presentando certificación del Registro de la Propiedad acreditativa de la vigencia 
de la inscripción.  

4.º No ser la finca inscrita la que efectivamente posea el demandado.  

3. En los casos de los números 10.º y 11.º del apartado 1 del artículo 250, la oposición del 
demandado sólo podrá fundarse en alguna de las causas siguientes:  

1 .a Falta de jurisdicción o de competencia del tribunal.  

2.º Pago acreditado documentalmente.  

3.ª Inexistencia o falta de validez de su consentimiento, incluida la falsedad de la firma.  

4.ª Falsedad del documento en que aparezca formalizado el contrato.  
 
Título IV. De los recursos 
 

CAPÍTULO IV  

Del recurso extraordinario por infracción procesal  

 



 
 
 

Artículo 468. Órgano competente y resoluciones recurribles.  

Las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia conocerán, como Salas 
de lo Civil, de los recursos por infracción procesal contra sentencias y autos dictados por 
las Audiencias Provinciales que pongan fin a la segunda instancia.  

Artículo 469. Motivos. Denuncia previa en la instancia.  

1. El recurso extraordinario por infracción procesal sólo podrá fundarse en los siguientes 
motivos:  

1.º Infracción de las normas sobre jurisdicción y competencia objetiva o funcional..2.º 
Infracción de las normas procesales reguladoras de la sentencia.  

3.º Infracción de las normas legales que rigen los actos y garantías del proceso cuando la 
infracción determinare la nulidad conforme a la ley o hubiere podido producir indefensión.  

4.º Vulneración, en el proceso civil, de derechos fundamentales reconocidos en el artículo 
24 de la Constitución.  

2. Sólo procederá el recurso extraordinario por infracción procesal cuando, de ser posible, 
ésta o la vulneración del artículo 24 de la Constitución se hayan denunciado en la instancia 
y cuando, de haberse producido en la primera, la denuncia se haya reproducido en la 
segunda instancia. Además, si la violación de derecho fundamental hubiere producido falta 
o defecto subsanable, deberá haberse pedido la subsanación en la instancia o instancias 
oportunas.  

Libro III. De la ejecución forzosa y de las medidas cautelares 

Título I. De los títulos ejecutivos 

CAPÍTULO I  

De las sentencias y demás títulos ejecutivos  

Artículo 520. Acción ejecutiva basada en títulos no judiciales ni arbitrales.  

1. Cuando se trate de los títulos ejecutivos previstos en los números 4.º. 5.º, 6.º y 7.º del 
apartado 2 del artículo 517, sólo podrá despacharse ejecución por cantidad determinada 
que exceda de 50.000 pesetas:  

1.º En dinero efectivo.  

2.º En moneda extranjera convertible, siempre que la obligación de pago en la misma esté 
autorizada o resulte permitida legalmente.  

3.º En cosa o especie computable en dinero.  

 



 
 
 

2. El límite de cantidad señalado en el apartado anterior podrá obtenerse mediante la 
adición de varios títulos ejecutivos de los previstos en dicho apartado.  

CAPÍTULO II  

De los títulos ejecutivos extranjeros  

Artículo 523. Fuerza ejecutiva en España. Ley aplicable al procedimiento.  

1. Para que las sentencias firmes y demás títulos ejecutivos extranjeros lleven aparejada 
ejecución en España se estará a lo dispuesto en los Tratados internacionales y a las 
disposiciones legales sobre cooperación jurídica internacional.  

2. En todo caso, la ejecución de sentencias y títulos ejecutivos extranjeros se llevará a cabo 
en España conforme a las disposiciones de la presente Ley, salvo que se dispusiere otra 
cosa en los Tratados internacionales vigentes en España. 

Título II. De la ejecución provisional de resoluciones 
judiciales 

CAPÍTULO I  

De la ejecución provisional: disposiciones generales  

Artículo 525. Sentencias no provisionalmente ejecutables.  

1. No serán en ningún caso susceptibles de ejecución provisional:  

1 .a Las sentencias dictadas en los procesos sobre paternidad, maternidad, filiación, nulidad 
de matrimonio, separación y divorcio, capacidad y estado civil y derechos honoríficos, salvo 
los pronunciamientos que regulen las obligaciones y relaciones patrimoniales relacionadas 
con lo que sea objeto principal del proceso.  

2.º Las sentencias que condenen a emitir una declaración de voluntad.  

3.º Las sentencias que declaren la nulidad o caducidad de títulos de propiedad industrial.  

2. Tampoco procederá la ejecución provisional de las sentencias extranjeras no firmes, 
salvo que expresamente se disponga lo contrario en los Tratados internacionales vigentes 
en España.  

Título III. De la ejecución: disposiciones generales 

CAPÍTULO II  

Del tribunal competente  

 



 
 
 

Artículo 545. Tribunal competente. Forma de las resoluciones en la ejecución forzosa.  

1. Será competente para la ejecución de resoluciones judiciales y de transacciones y 
acuerdos judicialmente homologados o aprobados el tribunal que conoció del asunto en 
primera instancia o el que homologó o aprobó la transacción o acuerdo.  

2. Cuando el título sea un laudo arbitral, será competente para su ejecución el Juzgado de 
Primera Instancia del lugar en que se haya dictado.  

3. Para la ejecución fundada en títulos distintos de los expresados en los apartados 
anteriores, será competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar que corresponda con 
arreglo a lo dispuesto en los artículos 50 y 51 de esta Ley. La ejecución podrá instarse 
también, a elección del ejecutante, ante el Juzgado de Primera Instancia del lugar de 
cumplimiento de la obligación, según el título, o ante el de cualquier lugar en que se 
encuentren bienes del ejecutado que puedan ser embargados, sin que sean aplicables, en 
ningún caso, las reglas sobre sumisión expresa o tácita contenidas en la sección 2.º del 
capítulo II del Título II del Libro I.  

Si hubiese varios ejecutados, será competente el tribunal que, con arreglo al párrafo 
anterior, lo sea respecto de cualquier ejecutado, a elección del ejecutante.  

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la ejecución recaiga sólo sobre 
bienes especialmente hipotecados o pignorados, la competencia se determinará con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 684 de esta Ley.  

4. En los procesos de ejecución adoptarán la forma de auto las resoluciones del tribunal 
que acuerden el despacho de la ejecución, provisional o definitiva, que ordenen el embargo 
o su alzamiento, que decidan sobre la oposición a la ejecución, sobre la suspensión, el 
sobreseimiento o la reanudación de la misma, sobre las tercerías, y aquellas otras que se 
señalen en esta Ley.  

El tribunal decidirá por medio de providencia en los supuestos en que así expresamente se 
señale, y en los demás casos, las resoluciones que procedan se dictarán por el Secretario 
Judicial a través de diligencias de ordenación.  

Título IV. De la ejecución dineraria 

CAPÍTULO I  

De la ejecución dineraria: disposiciones generales  

Artículo 577. Deuda en moneda extranjera.  

1. Si el título fijase la cantidad de dinero en moneda extranjera, se despachará la ejecución 
para obtenerla y entregarla. Las costas y gastos, así como los intereses de demora procesal, 
se abonarán en la moneda nacional.  

 



 
 
 

2. Para el cálculo de los bienes que han de ser embargados, la cantidad de moneda 
extranjera se computará según el cambio oficial al día del despacho de la ejecución.  

En el caso de que se trate de una moneda extranjera sin cotización oficial, el cómputo se 
hará aplicando el cambio que, a la vista de las alegaciones y documentos que aporte el 
ejecutante en la demanda, el tribunal considere adecuado, sin perjuicio de la ulterior 
liquidación de la condena, que se efectuará conforme a lo dispuesto en los artículos 714 a 
716 de esta Ley.  

CAPÍTULO III  

Del embargo de bienes  

SECCIÓN 3.ª DE LOS BIENES INEMBARGABLES 

Artículo 606. Bienes inembargables del ejecutado.  

Son también inembargables:  

1.º El mobiliario y el menaje de la casa, así como las ropas del ejecutado y de su familia, en 
lo que no pueda considerarse superfluo. En general, aquellos bienes como alimentos, 
combustible y otros que, a juicio del tribunal, resulten imprescindibles para que el ejecutado 
y las personas de él dependientes puedan atender con razonable dignidad a su subsistencia.  

2.º Los libros e instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión, arte u oficio a que 
se dedique el ejecutado, cuando su valor no guarde proporción con la cuantía de la deuda 
reclamada.  

3.º Los bienes sacros y los dedicados al culto de las religiones legalmente registradas.  

4.º Las cantidades expresamente declaradas inembargables por Ley.  

5.º Los bienes y cantidades declarados inembargables por Tratados ratificados por España.  

Título VI. De las medidas cautelares 

CAPÍTULO I  

De las medidas cautelares: disposiciones generales  

Artículo 722. Medidas cautelares en procedimiento arbitral y litigios extranjeros.  

Podrá pedir al tribunal medidas cautelares quien acredite ser parte de un proceso arbitral 
pendiente en España; o, en su caso, haber pedido la formalización judicial a que se refiere el 
artículo 38 de la Ley de Arbitraje; o en el supuesto de un arbitraje institucional, haber 
presentado la debida solicitud o encargo a la institución correspondiente según su 
Reglamento.  

 



 
 
 

Con arreglo a los Tratados y Convenios que sean de aplicación, también podrá solicitar de 
un tribunal español la adopción de medidas cautelares quien acredite ser parte de un 
proceso jurisdiccional o arbitral que se siga en país extranjero, en los casos en que para 
conocer del asunto principal no sean exclusivamente competentes los tribunales españoles.  

Artículo 723. Competencia.  

1. Será tribunal competente para conocer de las solicitudes sobre medidas cautelares el que 
esté conociendo del asunto en primera instancia o, si el proceso no se hubiese iniciado, el 
que sea competente para conocer de la demanda principal.  

2. Para conocer de las solicitudes relativas a medidas cautelares que se formulen durante la 
sustanciación de la segunda instancia o de un recurso extraordinario por infracción procesal 
o de casación, será competente el tribunal que conozca de la segunda instancia o de dichos 
recursos.  

Artículo 724. Competencia en casos especiales.  

Cuando las medidas cautelares se soliciten estando pendiente un proceso arbitral o la 
formalización judicial del arbitraje, será tribunal competente el del lugar en que el laudo 
deba ser ejecutado, y, en su defecto, el del lugar donde las medidas deban producir su 
eficacia.  

Lo mismo se observará cuando el proceso se siga ante un tribunal extranjero, salvo lo que 
prevean los Tratados.  

Artículo 725. Examen de oficio de la competencia. Medidas cautelares en prevención.  

1. Cuando las medidas cautelares se soliciten con anterioridad a la demanda, no se admitirá 
declinatoria fundada en falta de competencia territorial, pero el tribunal examinará de oficio 
su jurisdicción, su competencia objetiva y la territorial. Si considerara que carece de 
jurisdicción o de competencia objetiva, previa audiencia del Ministerio Fiscal y del 
solicitante de las medidas cautelares, dictará auto absteniéndose de conocer y remitiendo a 
las partes a que usen de su derecho ante quien corresponda si la abstención no se fundara 
en la falta de jurisdicción de los tribunales españoles. Lo mismo se acordará cuando la 
competencia territorial del tribunal no pueda fundarse en ninguno de los fueros legales, 
imperativos o no, que resulten aplicables en atención a lo que el solicitante pretenda 
reclamar en el juicio principal. No obstante, cuando el fuero legal aplicable sea dispositivo, 
el tribunal no declinará su competencia si las partes se hubieran sometido expresamente a 
su jurisdicción para el asunto principal.  

2. En los casos a que se refiere el apartado anterior, si el tribunal se considerara 
territorialmente incompetente, podrá, no obstante, cuando las circunstancias del caso lo 
aconsejaren, ordenar en prevención aquellas medidas cautelares que resulten más urgentes, 
remitiendo posteriormente los autos al tribunal que resulte competente.  

Libro IV. De los procesos especiales 

 



 
 
 

Título I. De los procesos sobre capacidad, filiación, 
matrimonio y menores 

CAPÍTULO IV  

De los procesos matrimoniales y de menores  

Artículo 778. Eficacia civil de resoluciones de los tribunales eclesiásticos o de decisiones pontificias sobre 
matrimonio rato y no consumado.  

1. En las demandas en solicitud de la eficacia civil de las resoluciones dictadas por los 
tribunales eclesiásticos sobre nulidad del matrimonio canónico o las decisiones pontificias 
sobre matrimonio rato y no consumado, si no se pidiera la adopción o modificación de 
medidas, el tribunal dará audiencia por plazo de diez días al otro cónyuge y al Ministerio 
Fiscal y resolverá por medio de auto lo que resulte procedente sobre la eficacia en el orden 
civil de la resolución o decisión eclesiástica.  

2. Cuando en la demanda se hubiere solicitado la adopción o modificación de medidas, se 
sustanciará la petición de eficacia civil de la resolución o decisión canónica conjuntamente 
con la relativa a las medidas, siguiendo el procedimiento que corresponda con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 770.  

Título II. De la división judicial de patrimonios 
 

CAPÍTULO I  

De la división de la herencia 

SECCIÓN 1.ª DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DIVISIÓN 
DE LA HERENCIA  

Artículo 786. Práctica de las operaciones divisorias.  

1. El contador realizará las operaciones divisorias con arreglo a lo dispuesto en la ley 
aplicable a la sucesión del causante; pero si el testador hubiere establecido reglas distintas 
para el inventario, avalúo, liquidación y división de sus bienes, se atendrá a lo que resulte de 
ellas, siempre que no perjudiquen las legítimas de los herederos forzosos. Procurará, en 
todo caso, evitar la indivisión, así como la excesiva división de las fincas.  

2. Las operaciones divisorias deberán presentarse en el plazo máximo de dos meses desde 
que fueron iniciadas, y se contendrán en un escrito firmado por el contador, en el que se 
expresará:  

1.º La relación de los bienes que formen el caudal partible.  

2.º El avalúo de los comprendidos en esa relación.  

 



 
 
 

3.º La liquidación del caudal, su división y adjudicación a cada uno de los partícipes.  

Parte final 
Disposición derogatoria única.  

1. Se deroga la Ley de Enjuiciamiento Civil, aprobada por Real Decreto de 3 de febrero de 
1881, con las excepciones siguientes:  

1.ª Los Títulos XII y XIII del Libro II y el Libro III, que quedarán en vigor hasta la 
vigencia de la Ley Concursal y de la Ley sobre Jurisdicción Voluntaria, respectivamente, 
excepción hecha del artículo 1827 y los artículos 1880 a 1900, inclusive, que quedan 
derogados.  

Asimismo, hasta la vigencia de las referidas Leyes, también quedarán en vigor los números 
1.º y 5.º del artículo 4; los números 1.º y 3.º del artículo 10 y las reglas 8.ª, 9.ª, 16.ª, 17.ª, 18.ª, 
19.ª, 22.ª, 23.ª, 24.ª, 25.ª, 26.ª y 27.ª del artículo 63, todos ellos de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, de 1881.  

Mientras no entre en vigor la Ley Concursal, los incidentes que surjan en el seno de 
procesos concursales se regirán por lo dispuesto en la presente Ley para la tramitación de 
incidentes.  

En tanto no entre en vigor la Ley sobre Jurisdicción Voluntaria, las referencias al 
procedimiento contencioso procedente contenidas en el Libro III se entenderán hechas al 
juicio verbal.  

2.º El Título I del Libro II, así como el artículo II, sobre la conciliación y la sección 2.º del 
Título IX del Libro II, sobre declaración de herederos abintestato, que estarán vigentes 
hasta la entrada en vigor de la regulación de ambas materias en la Lev sobre Jurisdicción 
Voluntaria.  

3.º Los artículos 951 a 958, sobre eficacia en España de sentencias dictadas por tribunales 
extranjeros, que estarán en vigor hasta la vigencia de la Ley sobre cooperación jurídica 
internacional en materia civil.  

2. Quedan también derogados los siguientes preceptos, leyes y disposiciones:  

1.º El apartado segundo del artículo 8; el párrafo segundo del apartado sexto del artículo 
12; los artículos 127 a 130, incluido; el párrafo segundo del artículo 134 y el artículo 135; los 
artículos 202 a 214, incluido; 294 a 296, incluido, y 298;y los artículos 1214, 1215, 1226 y 
1231 a 1253, incluido, todos ellos del Código Civil.  

Disposición final vigésima.  Proyecto de Ley sobre cooperación jurídica internacional en materia 
civil.  

 



 
 
 

En el plazo de seis meses a contar desde la fecha de entrada en vigor de esta Ley, el 
Gobierno remitirá a las Cortes Generales un proyecto de Ley sobre cooperación jurídica 
internacional en materia civil.  

Disposición final vigésima primera. Entrada en vigor.  

La presente Ley entrará en vigor al año de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».  

Por tanto,  

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta 
Ley.  

Madrid, 7 de enero de 2000.  

JUAN CARLOS R.  

El Presidente del Gobierno,  

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 


	CAPÍTULO I
	De la jurisdicción de los tribunales civiles y l�
	SECCIÓN 1.ª DE LA EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JU�
	DE LOS TRIBUNALES CIVILES

	   CAPÍTULO III
	 De la declinatoria
	CAPÍTULO IV
	 De los recursos en materia de jurisdicción y co
	CAPÍTULO III
	 De la inmediación, la publicidad y la lengua of
	CAPÍTULO IV
	De la fe pública judicial y de la documentación 
	CAPÍTULO V
	De los actos de comunicación judicial
	CAPÍTULO VI
	Del auxilio judicial
	CAPÍTULO III
	De la presentación de documentos, dictámenes, in
	y otros medios e instrumentos
	CAPÍTULO V
	De la prueba: disposiciones generales
	 SECCIÓN 1.ª DEL OBJETO, NECESIDAD
	E INICIATIVA DE LA PRUEBA

	CAPÍTULO VI
	De los medios de prueba y las presunciones
	CAPÍTULO I
	 De las alegaciones iniciales
	CAPÍTULO II
	De la audiencia previa al juicio
	CAPÍTULO IV
	Del recurso extraordinario por infracción proces�
	CAPÍTULO I
	De las sentencias y demás títulos ejecutivos
	CAPÍTULO II
	De los títulos ejecutivos extranjeros
	CAPÍTULO I
	De la ejecución provisional: disposiciones gener�
	CAPÍTULO II
	Del tribunal competente
	CAPÍTULO I
	De la ejecución dineraria: disposiciones general�
	CAPÍTULO III
	Del embargo de bienes
	CAPÍTULO I
	De las medidas cautelares: disposiciones generales
	CAPÍTULO IV
	De los procesos matrimoniales y de menores

